
 
 
Juicio No. 09292-2024-00347  
UNIDAD JUDICIAL PENAL SUR CON COMPETENCIA EN DELITOS 
FLAGRANTES CON SEDE EN EL CANTÓN GUAYAQUIL, PROVINCIA DEL 
GUAYAS. Guayaquil, lunes 27 de mayo del 2024, a las 08h48.

VISTOS: En mérito del turno reglamentario, actuando como Juez de la Unidad Judicial Penal 
Sur Valdivia con Competencia en Delitos Flagrantes del Guayas, mediante Acción de 
Personal No. 13117-DP09-2023-AA de fecha 08 de noviembre de 2023 se me ha encargado 
del Despacho en el puesto de trabajo que perteneció al Dr. Oswaldo Dávila, me correspondió 
conocer del Expediente No. 09292-2024-00347, correspondiente a la Acción de Protección 
deducida por el señor PARDUCCI MIRANDA NICOLAS FRANCISCO JOAQUÍN, en 
contra del DIRECTOR ZONAL 8 DEL SERVICIO DE RENTAS INTERNAS, en la 
persona del ING. MARIN QUIJIJE CARLOS VICENTE por los derechos que 
representa en su calidad de DIRECTOR ZONAL 8 DEL SERVICIO DE RENTAS 
INTERNAS. y por ser la accionada una entidad pública, se citó a la PROCURADURÍA 
GENERAL DEL ESTADO. De conformidad a lo establecido en el Art. 86 de la Constitución 
de la República y artículos 13 y 14 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, en lo referente a la Acción de Protección se la admitió al trámite 
correspondiente, convocando tanto al accionante como a los Accionados a la audiencia 
respectiva. Instalada la Audiencia se contó con la intervención de los Abogados Jorge Darío 
Egas Pazmiño y José Luis Pereira Coello en representación del ACCIONANTE señor 
PARDUCCI MIRANDA NICOLAS FRANCISCO JOAQUÍN; En representación de la 
ENTIDAD ACCIONADA, SERVICIO DE RENTAS INTERNAS compareció la Ab. Carla 
Daniela Castillo Quinto; y en representación de la PROCURADURÍA GENERAL DEL 
ESTADO compareció la Ab. Natalia Escobar Vásquez.- Realizada la audiencia, se emitió 
oralmente la sentencia correspondiente y se ofreció notificarla por escrito, al efecto: 
PRIMERO: COMPETENCIA.- El suscrito Juez es competente para conocer esta acción al 
amparo de lo dispuesto en los artículos 86 # 2; 167; 226 de la Constitución de la República, 7 
y 166 numeral 1 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, 
150, 156, 160 numeral 1, 224 y 225 numeral 8 del Código Orgánico de la Función Judicial y 
la resolución N° 205-2013 dictada por el Pleno del Consejo de la Judicatura.- SEGUNDO: 
LEGITIMACIÓN: La presente Acción de Protección se inicia en mérito de la demanda 
propuesta por el señor PARDUCCI MIRANDA NICOLAS FRANCISCO JOAQUÍN, en 
contra del DIRECTOR ZONAL 8 DEL SERVICIO DE RENTAS INTERNAS, en la 
persona del ING. MARIN QUIJIJE CARLOS VICENTE por los derechos que 
representa en su calidad de DIRECTOR ZONAL 8 DEL SERVICIO DE RENTAS 
INTERNAS: Dentro de la tramitación de esta Garantía Constitucional, se han respetado las 
normas básicas del debido proceso establecidas en el artículo 76 de la Constitución de la 
República del Ecuador y en los Capítulos: I Normas comunes y Capítulo III Acción de 
Protección de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional; dado 
que, se ha garantizado el derecho a la defensa en igualdad de condiciones. De la revisión del 

232438282-DFE



proceso se observa se encuentra la razón de notificación a los legitimados pasivos, quienes 
fueron notificados oportunamente y no comparecieron a la audiencia de fecha 01 de abril de 
2024 a las 08h30, compareciendo posteriormente por intermedio de su abogada patrocinada al 
proceso y a la audiencia donde ejercieron su derecho a la defensa. Además, se cumplió con el 
trámite dispuesto en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, 
para este tipo de garantía jurisdiccional. Por tanto, no existiendo omisiones de solemnidades 
sustanciales e inobservancia del trámite se declara el proceso válido.- TERCERO: 
DESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN U OMISIÓN, DE LA AUTORIDAD PÚBLICA, QUE 
GENERÓ LA VIOLACIÓN O VULNERACIÓN DEL DERECHO 
CONSTITUCIONAL.-El Accionante indicó principalmente en su demanda lo siguiente: 
Señor juez, es preciso señalar que la Dirección Zonal 8 del Servicio de Rentas Internas (en 
adelante SRI). mantiene tres procesos coactivos en contra de la compañía 
GEOECUATORIANA GEOFUNDACIONES DEL ECUADOR S.A. titular del Registro 
Único de Contribuyentes No. 0992553375001. en donde se me incluye en calidad de 
responsable solidario. teniendo este antecédeme, dentro de los procesos coactivos No. DZ8-
00476-2019. DZ8-01434-2019 y. 0/8-01435-2019. se dictó In medida precautelar de Arraigo o 
Prohibición de ausentarse del País, la entidad accionada Justifica esta medida cautelar según 
lo resuelto por la Corte Constitucional en la sentencia No. 009-12-SIN-CC dictada el 17 de 
abril de 2012. publicada en el suplemento del Registro Oficial No. 743 del día 11 de julio de 
2012 y con el fundamento de derecho que establece el Código Tributario: Art. 164, Medidas 
precautelalorias. - El ejecutor podrá ordenar, en el mismo auto de pavo o posteriormente, el 
secuestro, la retención o la prohibición de enajenar bienes. Al efecto, no precisará de trámite 
previo. El arraigo o prohibición de ausentarse del país podrá ser solicitada por el funcionario 
ejecutor ante la autoridad judicial competente, en este caso, ante el Tribunal Distrital de lo 
Contencioso Tributario. PROCESO COACTIVO No. DZ8-00476-20I9: Mediante oficio No. 
DZ8-COBOMCC19-000001392. de fecha 21 de febrero del 2019, se dicta medida cautelar 
dentro del Auto de Pago No. DZ8-COPBUAPC19-00000476. en la que disponen: ' 
TERCERO: El arraigo o la prohibición de ausentarse del país en contra de PARDUCCI 
MIRANDA NICOLAS FRANCISCO JOAQUIN, con C.C. No. 1707980171. medida legal y 
legítima según lo resuelto-en la sentencia No. 009-12-SIN-CC de fecha 17 de abril de 2012 
dictada por la Corle Constitucional para el periodo de Transición, publicada en el suplemento 
del Registro Oficial No. 743 del día II de julio de 2012 - Para tal efecto, ofíciese al Servicio de 
Apoyo Migratorio Guayas, a fin de que registre la medida ordenada, debiendo comunicar e 
informar de este particular al Funcionario Ejecutor dentro de tres días de recibida la 
notificación de la presente orden. - PROCESO COACTIVO No. DZ8-01434-2019: Cabe 
señalar, con fecha 18 de julio de 2019. dentro del expediente coactivo el SRI emite el oficio 
No. DZ8-COBOMCC19-000004644, en donde se ordena lo siguiente: "VISTOS: se ordenan 
como medidas precautelatorias: (...) SEGUNDO: El arraigo o la prohibición de ausentarse del 
país en contra del señor PARDUCCI MIRANDA NICOLAS FRANCISCO JOAQUIN, con 
CC No. 1707980171. medida legal y legítima según lo resuelto por la Corte Constitucional en 
la sentencia No.009-l2-SIN-CC dictada el 17 de abril de 2012. publicada en el suplemento del 
Registro Oficial No. 743 del día 11 de julio de 2012- Para tal efecto, ofíciese al Servicio de 



Apoyo Migratorio Guayas, a fin de que registre la medida ordenada, debiendo comunicar e 
informar de este particular al Funcionario Ejecutor dentro de tres días de recibida la 
notificación de la presente orden," PROCESO COACTIVO No. DZ8-01435-2019: Señor Juez 
con fecha 18 de julio de 2019.el SRI mediante oficio No. DZ8-COBOMCC19-nnnnrU649 se 
dispone al Servicio de Apoyo Migratorio Guayas, el Arraigo o Prohibición de ausentarse del 
país del señor NICOLAS FRANCISCO JOAQUIN PARDUCCI MIRANDA. 'VISTQS; (OH 
Con fundamento en el artículo 164 del Código Tributario y conforme lo establecido en el 
artículo 158 ibidem se ordenan como medidas precautelatorias CUARTO El arraigo o la 
prohibición de ausentarse del país en contra del señor PARDUCCI MIRANDA NICOLAS 
FRANCISCO JOAOUIN. con C.C N° I707980171, medida legal y legítima según lo resuello 
par la Corle Constitucional en la sentencia N° 009-12-SIN-CC dictada el 17 de abril de-2012. 
publicada en el suplemento del Registro Oficial N° 743 del día 11 de julio de 2012, Para tal 
efecto, ofíciese al Servicio de Apoyo Migratorio Guayas, a fin de que registre la medida 
ordenada, debiendo comunicar e informar de este particular al Funcionario Ejecutor dentro de 
tres de recibida la notificación de la presente orden.-" Así mismo, su señoría, con fecha 06 de 
enero del présenle año. el accionante NICOLAS FRANCISCO JOAQUÍN PARDUCCI 
MIRANDA, presenta un escrito en el que se señala que los oficios que disponen el Arraigo o 
Prohibición de ausentarse del País dentro de los juicios coactivos antes mencionados, deben 
ser levantadas al ser inconstitucionales y fundamento se utiliza la sentencia No. 8-19-CN/22 
del 27 de enero de 2022. en el cual se declara inconstitucional el artículo 164 del Código 
Tributario, señalando: 1 Declarar la inconstitucionalidad de la frase "el arraigo o la 
prohibición de ausentarse " sin trámite previo contenida en el del artículo 164 inciso primero 
del Código Tributario, con efectos de control abstracto de constitucionalidad v realizar la 
siguiente adición a la norma con el afán de que no contravenga el texto constitucional, así, la 
disposición deberá decir: "Art. 164.- Medidas precautelatorias. - El ejecutor podrá ordenar, en 
el mismo auto de pago o posteriormente, el secuestro, la retención o la prohibición de enajenar 
bienes. Al efecto, no precisará de trámite previo. El arraigo o prohibición de ausentarse del 
país podrá ser solicitada por el funcionario ejecutor ante la autoridad judicial competente, en 
este caso, ante el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario. (...)" Con este fundamento se 
solicitó al SRI. se deje sin efecto las providencias dentro de los juicios coactivos No. DZ8-
0O476-2019. DZ8-01434-2019 y. DZ8-01435-2019, oficiando al Servicio de Apoyo 
Migratorio Guayas a fin de que se levante la medida cautelar de Arraigo o Prohibición de 
ausentarse del País. Como respuesta por parte de la entidad accionada, rechaza la petición 
debido a que la sentencia antes mencionada es inaplicable ya que en el punto 2 de su 
resolución declara que surtirá efectos a futuro, se expone lo siguiente: Vistos: Agréguese al 
expediente el trámite N° 1090120240037947. presentado el día 08 de enero de 2024 por el 
señor Parducci Miranda Nicolás Francisco Joaquín, responsable solidario del contribuyente 
GEOECUATORIANA GEOFUNDACIONES DEL ECUADOR S.A.. con C.C. N° 
0992553375001. por medio del cual solicita el levantamiento de la medida precautelar de 
salida del país acogiéndose a la sentencia de la Corte Constitucional /Vo 8-19 CN/22. de fecha 
27 de enero de 2022.- En lo principal, con relación a la alegación sobre la constitucionalidad 
de la medida de prohibición de ausentarse del país, resulta necesario puntualizar que, si bien 



es cierto que a través de la sentencia N° 8-I9-CN/22. de fecha 27 de enero de 2022. la Corle 
Constitucional del Ecuador declaró la inconstitucionalidad de la frase “el arraigo o la 
prohibición de ausentarse " sin trámite previo contenida en el artículo 164 inciso primero del 
Código Tributario, la mentada sentencia también declara que lo dispuesto en dicho fallo 
surtirá efectos u futuro, desde su publicación en el Registro Oficial.-Por tanto, se niega la 
petición de levantamiento planteada, pues la referida medida fue adoptada con fecha anterior a 
la declaratoria de inconstitucionalidad de la norma que sirvió de sustento para la adopción de 
la misma.- En lo demás, se ratifica todo lo actuado dentro del presente procedimiento de 
ejecución. Vulneración de derechos y principios en la constitución a) principios de eficacia, 
eficiencia y calidad en los procedimientos administrativos de la función pública, y; debido 
proceso de la administración pública: Art. 11.- El ejercicio de los derechos se regirá por los 
siguientes principios. Es evidente, señor juez que la entidad pública accionada está 
INOBSERVANDO los principios Constitucionales aplicables en los derechos del accionante 
NICOLAS FRANCISCO JOAQUÍN PARDUCCI MIRANDA, con Indebida E Insuficiente 
Motivación, emitiendo una respuesta que carece fundamentos jurídicos manteniendo así esta 
medida precautelar de Arraigo o Prohibición de Salida del País, el hecho de que la sentencia 
surta efectos a futuro no exime al funcionario del SRI a inaplicar el precedente jurisprudencial 
obligatorio. b) Garantía de unidad jurisdiccional y administración de justicia; C) Garantía Al 
Derecho De Igualdad Y No Discriminación: D) Garantía al Derecho a la Seguridad Jurídica, 
Pretensión. Solicito el amparo directo y eficaz de Usía, y se declare la vulneración de derechos 
constitucionales como son derecho. Seguridad Jurídica e igualdad y no discriminación. 
Principio de Eficacia. Eficiencia y Calidad en los Procedimientos Administrativos de la 
Función Pública, Debido Proceso y que en sentencia ordene lo siguiente: Se deje sin efecto los 
oficios emitidos dentro de los procesos coactivos No. DZ8-00476-2019, DZ8-01434-2019; y, 
DZ8-01435-2019DZ8-COBOMCC19-000004649, en que se dispone al Servicio de Apoyo 
Migratorio Guayas, el Arraigo o Prohibición de ausentarse del País del señor NICOLAS 
FRANCISCO JOAQUÍN PARDUCCI MIRANDA. Se levante la medida precautelar que pesa 
en el Servicio de Apoyo Migratorio Guayas, de Arraigo o Prohibición de ausentarse del País 
en contra del señor NICOLAS FRANCISCO JOAQUÍN PARDUCCI MIRANDA. Se sin a a 
sirva imponer al Servicio de Rentas Internas disculpas públicas al señor NICOLAS 
FRANCISCO JOAQUÍN PARDUCCI MIRANDA, por negarse a levantar la medida cautelar, 
declarada inconstitucional por la Corte Constitucional ante la vulneración de derechos 
constitucionales.- CUARTO.- CONSIDERACIONES, ANÁLISIS, NORMATIVA Y 
PRECEDENTES CONSTITUCIONALES: La acción de protección tiene por objeto el 
amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos por la Constitución y puede interponerse 
cuando exista vulneración de derechos constitucionales por: 1.- Actos u omisiones de 
cualquier autoridad pública no judicial; 2.- Contra políticas públicas cuando supongan 
privación del goce o ejercicio de los derechos constitucionales; y, 3.- Contra personas 
particulares, si la violación genera daño grave; si presta servicios públicos impropios; si 
actúa por delegación o concesión o si la persona afectada se encuentra en estado de 
subordinación (Art. 88 de la Constitución de la República del Ecuador). Así también lo 
determina el Art. 41 numerales 1, 2 y 3 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 



Control Constitucional: 1. Todo acto u omisión de una autoridad pública no judicial que viole 
o haya violado los derechos, que menoscabe, disminuya o anule su goce o ejercicio. 2. Toda 
política pública, nacional o local, que conlleve la privación del goce o ejercicio de los 
derechos y garantías. 3. Todo acto u omisión del prestador de servicio público que viole los 
derechos y garantías.- Por su parte, el Art. 39 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional, determina el objeto de la Acción de Protección, así: 
“... tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la 
Constitución y tratados internacionales sobre derechos humanos, que no estén amparados por 
las acciones de hábeas corpus, acceso a la información pública, hábeas data, por 
incumplimiento, extraordinaria de protección y extraordinaria de protección contra decisiones 
de la justicia indígena”. Es necesario tener presente lo establecido en el Art. 2, Nro. 3 de la 
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional: “Principios de la justicia 
constitucional: Además de los principios establecidos en la Constitución, se tendrán en cuenta 
los siguientes principios generales para resolver las causas que se sometan a su conocimiento: 
(...) 3. Obligatoriedad del precedente constitucional. - Los parámetros interpretativos de la 
Constitución fijados por la Corte Constitucional en los casos sometidos a su conocimiento 
tienen fuerza vinculante. La Corte podrá alejarse de sus precedentes de forma explícita y 
argumentada garantizando la progresividad de los derechos y la vigencia del estado 
constitucional de derechos y justicia...”. En virtud de las reglas jurisprudenciales de carácter 
erga omnes emitidas por el máximo organismo de interpretación constitucional en el país, esto 
es, la Corte Constitucional ecuatoriana, se deben tomar en consideración los siguientes 
precedentes jurisprudenciales: Sentencia No. 001-16-PJO-CC dictada dentro del caso 0530-
10-JP, del 22 de marzo del 2016, en la cual, indica que: “Las juezas y jueces constitucionales 
que conozcan de una acción de protección, deberán realizar un profundo análisis acerca de la 
real existencia de la vulneración de derechos constitucionales en sentencia, sobre la real 
ocurrencia de los hechos del caso concreto. Las juezas o jueces constitucionales únicamente, 
cuando no encuentren vulneración de derechos constitucionales y lo señalen motivadamente 
en su sentencia, sobre la base de los parámetros de razonabilidad, lógica y comprensibilidad, 
podrán determinar que la justicia ordinaria es la vía idónea y eficaz para resolver el asunto 
controvertido”. Así también, la misma Corte en sentencia No. 117-13-SEP-CC, caso Nro. 069-
12-EP, ha expresado que: “… Según este criterio, el afirmar que los actos administrativos son 
impugnables en vía administrativa y judicial, excluye la posibilidad de que exista otra vía de 
impugnación. Este argumento, denominado en la doctrina como a contrario, se refiere a los 
esquemas de interpretación restrictiva, ajenos a los principios interpretativos constitucionales. 
Si se acepta, como esta Corte ha hecho, que las decisiones jurisdiccionales contienen normas 
jurídicas, al menos con efecto inter partes, la interpretación que haga un juez, en busca de 
restringir el sentido de las normas de la Constitución referidas a derechos y garantías 
constitucionales, contravendría el principio que determina el que “ninguna norma jurídica 
podrá restringir el contenido de los derechos ni de las garantías constitucionales”, recogido en 
el artículo 11 numeral 4. Ambas interpretaciones descritas son alejadas del espíritu 
constitucional, dado que, la jurisdicción constitucional también es aplicable a los actos 
administrativos; siempre que (…) dichos actos provoquen una violación a derechos 



constitucionales. Por ende, cuando el artículo 173 habla de impugnabilidad judicial de los 
actos administrativos, no implica excluirlos del control por medio de las garantías 
jurisdiccionales, sino todo lo contrario”. En ese sentido, la Corte Constitucional ha 
manifestado en la sentencia No. 085-12-SEP-CC dentro del caso No. 0568-11-EP, que: “Si 
bien, la norma infra constitucional (artículo 40 numeral 3 LOGJCC) se halla en plena vigencia 
y forma parte de nuestro ordenamiento jurídico, es evidente que contraría el principio 
contenido en el artículo 11 numeral 4 de la Constitución, que dispone: “ninguna norma 
jurídica podrá restringir el contenido de los derechos ni de las garantías constitucionales (…) 
El artículo 42 numeral 4 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional señala que no procede la acción de protección “cuando el acto administrativo 
pueda ser impugnado en la vía judicial, salvo que se demuestre que la vía no fuere adecuada ni 
eficaz”. No se trata de desconocer la competencia que tienen los jueces en la jurisdicción 
contencioso administrativa para resolver los casos sometidos a su conocimiento por 
disposición de la ley: o que debe quedar claro es que tratándose de actos u omisiones a los que 
se impute vulneración de derechos constitucionales, la contencioso administrativa, así como 
las demás vías previstas en la jurisdicción ordinaria (que constituirían otros “mecanismos de 
defensa judicial”), devienen en ineficaces para la protección de esos derechos, debido a la 
naturaleza del trámite propio de cada una de las acciones en la jurisdicción ordinaria, 
caracterizado por la dilación que genera su propia sustanciación, así como por la interposición 
de recursos…”. 2. La regla expedida en la presente sentencia deberá ser aplicada con efectos 
generales o erga omnes en casos similares o análogos.” Por lo tanto, corresponde a esta 
autoridad, realizar el análisis pormenorizado sobre la real existencia o no de la vulneración de 
derechos constitucionales que alega la legitimada activa, producto de los actos administrativos 
que se impugnan, los cuales, al ser emanados por autoridad pública no judicial, están sujetos a 
la verificación que implique la tutela directa y eficaz de los derechos reconocidos en la 
Constitución, tal como lo dispone el artículo 88 de la Constitución de la República. QUINTO.
- FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN DE PROTECCIÓN y CONTESTACIÓN A LA 
DEMANDA EN LA AUDIENCIA.- En la Audiencia Pública, los comparecientes en su 
orden hicieron sus exposiciones, mismas que resumo para constancia de los principios de 
inmediación, contradicción y concentración a fin de resolver sobre el objeto del proceso y en 
mérito de lo fijado por éstos para ser atendido en este fallo: INTERVENCIÓN DEL 
DEFENSOR DEL LEGITIMADO ACTIVO. - Ab. Jorge Darío Egas Pazmiño, quien 
expone: Comparezco a nombre y representación del señor Nicolás Francisco Parducci 
Jiménez, que ha sido vulnerado sus derechos y ya vamos a hablar de los derechos que ha sido 
vulnerados, han sido el derecho a la movilidad humana y la libertad de circulación, así como, 
entre otros derechos, el de seguridad jurídica, establecido en el artículo 81 de la Constitución, 
de la movilidad humana, establecido en el numeral 14 del artículo 76 de la Constitución. ¿En 
qué sentido? En el sentido de que el señor Nicolás Francisco Parducci Jiménez, ha sido puesto 
en calidad de responsables solidarias, en los juicios coactivos, que obran las providencias, 
obran a fojas dos, tres, cuatro, cinco, de los autos que forman parte, como prueba dentro del 
proceso. Dentro de los juicios coactivos, es DZ8-00476-2019, en el oficio del 21 de febrero, 
dirigido al servicio de apoyo migratorio, del oficio número de DZ8-COBOMCC19-00001392, 



del 21 de febrero de 2019, en que el secretario Ad-Hoc del Servicio de Rentas Internas, en los 
juicios coactivos impone, impone que cito, dice, el departamento del Servicio de Rentas 
Internas, del 21 de febrero de 2019, al 12h09, con fundamento del artículo 164 del Código 
Tributario, conforme a lo establecido en el artículo 158, y que ordenan las medidas cautelares, 
tercero, arraigo o la prohibición de ausentarse del país en contra de Parducci Miranda Nicolas, 
mediante medida legal y legítima según establecen la sentencia 009-12-SIN-CC de fecha del 
17 de abril de 2012, dictada por la Corte Constitucional, en el periodo de transición, publicada 
en el Suplemento de Registro Oficial No. 743 del 11 de julio de 2012. Esto en base a una 
deuda que mantiene la compañía Geoecuatoriana Geofundaciones del Ecuador S.A. El 
segundo juicio coactivo es el DZ8-01434-19, mediante oficio del 18 de julio de 2019, dirigido 
al Servicio de Apoyo Migratorios, oficio DZ8-COBOMCC19-00004649, en igual sentido, 
dice en la parte pertinente, el 17 de julio de 2019, dice con fundamentos del artículo 164 del 
Código Tributario, conforme a lo establecido en el artículo 153, ordeno, como medidas 
cautelares, cuarto, el arraigo o la prohibición de ausentarse del país contra el señor Parducci 
Miranda Nicolás Francisco Joaquín, con cédula de Ciudadanía número 1707980171, medida 
ilegal e ilegítima, según lo resuelto por la Corte Constitucional en sentencia 009-12-SIN-CC 
del 17 de abril de 2012, publicada en el Registro Oficial 743 del 11 de julio de 2012. Consta a 
fojas 3, 4, el juicio coactivo DZ8-1435-2019 el 18 de julio, en el oficio dirigido al Servicio de 
Apoyo Migratorio, en que ordenan las medidas cautelares en el considerando segundo, que 
dice, el arraigo o la prohibición de ausentarse al país contra el señor Parducci Miranda Nicolás 
Francisco Joaquín con cédula de Ciudadanía, número 1707980171, medida ilegal e ilegítima, 
según lo ha resuelto la Corte Constitucional en la sentencia 009-12-SIN-CC dictada el 17 de 
abril de 2012, publicada en el Registro Oficial 743 del 11 de julio de 2012. Así mismo, el 
juicio coactivo DZ8-01551-2019, esta prueba obra a foja 5, igual, igual el 13 de agosto de 
2019, igual, un oficio dirigido al Servicio Apoyo Migratorio, oficio DZ8-COBOMCC-19-
0000-5320, en que se le dicta el arraigo y la prohibición de ausentarse al país, y, pues, en el 
considerando tercero, medida legal y legítima, según lo resuelto en la sentencia 009-12-SIN-
CC de fecha 17 de abril de 2012, dictada por la Corte Constitucional publicada en el 
suplemento del registro oficial 743 del 11 de julio de 2012, para el cual se refleja en el oficio 
al Servicio Apoyo Migratorio que obra a fs. 5 del proceso. Nosotros presentamos, el señor 
Nicolás Francisco Joaquín Parducci Miranda presenta oficio el 8 de enero del presente año, 
presenta un oficio al señor Director Zonal 8 del Servicio de Rentas Internas, que en base a que 
el artículo 164, y conforme a la establecido en el artículo 158 del Código Tributario fue 
publicado por la sentencia de la Corte Constitucional número 8-19-CN/22, de 27 de enero del 
2022, al declarar la inconstitucionalidad de la frase el arraigo o la prohibición de ausentarse, 
sin trámite previo contenido en el artículo 164 inciso primero del Código Tributario, para 
efectos de control abstracto de la Constitucionalidad, y realizar la siguiente adición a la 
norma, con el afán de que no contravenga el texto constitucional, repito, la sentencia 8-19-
CN/22 de 27 de enero del 2022. El artículo, de acuerdo con esta sentencia de la Corte 
Constitucional, queda de la siguiente forma. Dice, en la parte medular, el arraigo o la 
prohibición de ausentarse en el país podrá ser solicitada por el funcionario ejecutor ante la 
autoridad pública judicial competente, en este caso ante el Tribunal Distrital de lo 



Contencioso Tributario. Así lo señala la sentencia, la reforma del artículo 164, que el control 
abstracto que hace la Corte Constitucional, sobre este artículo del Código Tributario, que sube 
por consulta ante la Corte Constitucional. Ante lo expuesto solicitamos que se levanten las 
medidas cautelares en contra del señor Nicolás Francisco Joaquín Parducci Miranda y el 
Servicio de Rentas Internas, contesta, mediante oficio DZ8-COAOVC24-00000286 que 
consta a fojas 8 y 9 de los autos, que es que niegan lo solicitado por nosotros, que nos dicen, 
ellos señalan señor juez, Agréguese al expediente el trámite N° 1090120240037947, 
presentado el día 08 de enero de 2024 por el señor Parducci Miranda Nicolás Francisco 
Joaquín, responsable solidario del contribuyente GEOECUATORIANA 
GEOFUNDACIONES DEL ECUADOR S.A., con C.C. N° 0992553375001, por medio del 
cual solicita el levantamiento de la medida precautelar de salida del país acogiéndose a la 
sentencia de la Corte Constitucional N° 8-19 CN/22, de fecha 27 de enero de 2022.- En lo 
principal, con relación a la alegación sobre la constitucionalidad de la medida de prohibición 
de ausentarse del país, resulta necesario puntualizar que, si bien es cierto que a través de la 
sentencia N° 8-19-CN/22, de fecha 27 de enero de 2022, la Corte Constitucional del Ecuador 
declaró la inconstitucionalidad de la frase "el arraigo o la prohibición de ausentarse sin trámite 
previo contenida en el artículo 164 inciso primero del Código Tributario, la mentada sentencia 
también declara que lo dispuesto en dicho falto surtirá efectos a futuro, desde su publicación 
en el Registro Oficial, por lo tanto, se niega la petición de levantamiento planteada, pues la 
referida medida fue adoptada con fecha anterior a la declaratoria de inconstitucionalidad de la 
norma que sirvió de sustento para la adopción de la misma.- En lo demás, se ratifica todo lo 
actuado dentro del presente procedimiento de ejecución.-En mi prueba, señor juez, constan de 
fojas 2 a fojas 10 fotocopias notariadas que solicito las tome en cuenta al momento de 
resolver. Asimismo, esta acción por parte de la Dirección Zonal del Servicio de Rentas 
Internas de la Dirección Zonal 8 del mismo SRI ha vulnerado y vulnera derechos 
constitucionales de mi defendido Nicolás Francisco Joaquín Parducci Miranda, entre ellas, la 
referida a la seguridad jurídica, el artículo 82 de la Constitución señala que el derecho a la 
seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas 
jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes. Este derecho 
pretende garantizar a los individuos un ordenamiento jurídico previsible, claro, determinado, 
estable, coherente, que permita tener una noción razonable de las reglas y disposiciones que 
serán aplicadas en supuestos específicos, esto se basa en la sentencia 18-21-CN acumulados 
de la Corte Constitucional. El objetivo fundamental de la seguridad jurídica es evitar la 
arbitrariedad y así obtener la certeza de que toda autoridad y más aún las autoridades 
judiciales competentes, respetarán las normas aplicables, así como los derechos reconocidos 
en la Constitución. Como ha quedado establecido que la prohibición de salir del país 
únicamente puede ser dispuesta por un juez competente para evitar el abuso de autoridad y la 
arbitrariedad y garantizar la imparcialidad, así señor Juez, la sentencia que refiero 8-I9-CN/22 
en el considerando 38 dice lo siguiente: En consecuencia, el Código Tributario al abordar la 
competencia o facultades del ejecutor porque el funcionario de coactiva no es Juez sino un 
ejecutor, es claro al determinar que en primer lugar, lo que ejerce es la acción coactiva y no 
jurisdicción. En segundo lugar, estos servidores no ostentan la calidad de jueces, sino que 



efectivamente son "funcionarios recaudadores" y su campo de actuación es, por lo tanto, la 
sede administrativa, mas no la sede judicial debido a que no existe litigio entre las partes. En 
el considerando 40 dice: Ahora bien, como se ha logrado evidenciar a lo largo de este análisis, 
el funcionario ejecutor no tiene la potestad de administrar justicia, pues no ejerce la 
jurisdicción que emana de la Función Judicial y tampoco pertenece a los sujetos u órganos 
expresamente reconocidos en la Constitución con facultad jurisdiccional establecidos en el 
artículo 167 y 168 numeral 3 de la Constitución, en consecuencia, al demostrarse que el 
funcionario ejecutor no es un juez ni ejerce jurisdicción, sino que cumple con atribuciones 
relacionadas con la recaudación tributaria que se rigen por el principio de legalidad, la frase 
del artículo 164 del Código Tributario que otorga al funcionario ejecutor la posibilidad de 
ordenar el arraigo o prohibición de ausentarse sin trámite previo es contraria a la Constitución 
por dotarle de una facultad de la cual no está investido. El Art. 82 de la Constitución 
determina que el derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución 
y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades 
competentes. A lo largo de esta sentencia, la Corte Constitucional me refiero a la sentencia 8-
19-CN-22, ha determinado que el funcionario ejecutor es un servidor de la administración 
pública, cuya labor se circunscribe a la recaudación de créditos tributarios y de rubros 
expresamente contemplados en la legislación, asimismo advierte que para el ejercicio de sus 
funciones no ejerce jurisdicción, sino acción coactiva. En consecuencia, la frase consultada 
por el Código Tributario que faculta a los funcionarios ejecutores a restringir un derecho cuya 
competencia se encuentra acudir únicamente a juezas y jueces es incompatible con el 
derecho a la seguridad jurídica, evidentemente que con esta frase de la norma consultada 
se contempla la posibilidad de que se dicte una medida por parte de una autoridad que no 
es competente para el efecto, en todo caso, es la pretensión, en mi pretensión, solicito el 
amparo directo y eficaz, esto es, como reparación integral, señor, juez, se dejen sin efecto los 
oficios emitidos por los procesos coactivos señalados en las páginas a fojas 2, 3, 4 y 5 de los 
procesos coactivos DZ8-00476-2019, DZ8-01434-2019, DZ8-01435-2019 y DZ8-0155-2019, 
que obran a fojas 2 a 5 del proceso. Solicito, además, que levante la medida precautelar que 
pesa en el Servicio de Apoyo Migratorio, esto es el arraigo de la prohibición de ausentarse en 
país contra el señor Nicolás Francisco Joaquín Parducci Miranda. Se sirve disponer al Servicio 
De Rentas Internas disculpas públicas al señor Nicolás Francisco Joaquín Parducci Miranda 
por negarse a levantar las medidas cautelares declaradas inconstitucionales por la Corte 
constitucional y ante la vulneración de los derechos constitucionales. Intervención del Ab. 
José Luis Pererira Coello: Señor juez, como fue manifestado por esta defensa técnica en las 
fojas, constan 2, 3, 4 y 5 constan los oficios Señor juez, usted realizando una lectura de las 
partes pertinentes, dentro de un contexto de nuestro marco constitucional garantista, dentro de 
los convenios internacionales de derechos humanos, no existe la posibilidad de que un 
funcionario administrativo imponga con un fallo de la Corte Constitucional la medida 
precautelatoria de prohibición de salida del país. Esto es, señor juez, usted podrá evidenciar 
con la sentencia 009-12-SIC-CC, ¿qué se estableció en esa sentencia? En donde los 
funcionarios de coactivas ejercen una jurisdicción especial. Tanto es así que en las sentencias, 
señor juez, esto es contraproducente, señor juez, dado que en las sentencias, permítame con su 



venia, señor juez, en la sentencia, la lectura, la sentencia 156-12-SEP-CC, 129-13- SEP-CC, 
130-13- SEP-CC, la Corte Constitucional se aleja de ese precedente, del 009-12-SIN-CC, en 
donde establece que los funcionarios ya no tienen jurisdicción especial, los funcionarios de 
coactivas, sino que son simples empleados de recaudadores, por lo cual no gozan con una 
investidura de administración de justicia. Entonces, señor juez, de aquí nacen dos 
interrogantes. Es, si la medida precautelatoria se encuentra emitida por una autoridad 
competente, y segundo, si en la providencia, en donde se niega la aplicación de la sentencia, 
se encuentra debidamente motivada, y la respuesta, señor juez, es no. Esta medida 
precautelatoria, en su primer inciso, donde se hace referencia en la sentencia 009, señor juez, 
incurre en una violación evidente al derecho al debido proceso, consagrado en el artículo 76, 
numeral 7, literal K, y además, atenta con el principio de la administración de justicia, 
consagrado en el artículo 168, numeral 3. Señor juez, con su venia, me permite la lectura del 
mismo en la parte pertinente. Señor juez, establece numeral tercero, en virtud de la unidad 
jurisdiccional, ninguna autoridad de las demás funciones del Estado podrá desempeñar 
funciones de administración de justicia ordinaria, sin perjuicio de las potestades 
jurisdiccionales reconocidas por la Constitución. Señor juez, de aquí a un funcionario que no 
tiene potestad, el funcionario ejecutor no tiene prohibición, no tiene la facultad para ordenar y 
oficiar el servicio de apoyo migratorio, señor juez. Además, para concluir esta intervención, 
señor juez, el SRI, al imponer esta medida, obviamente atenta y restringe y menoscaba el 
derecho a la movilidad humana reconocido en el artículo 40, en concordancia con el artículo 
66, numeral 14. Señor juez, en lo que me permito, en la parte pertinente nada más, señor juez, 
para no alargar esta intervención, el derecho a transitar libremente por el territorio nacional y a 
escoger su residencia, así como entrar y salir libremente del país, cuyo ejercicio se regulará de 
acuerdo con la ley. La prohibición de salida del país solo podrá ser ordenada por un juez 
competente. Aquí, señor juez, cabe la duda. Entonces, ¿el funcionario ejecutor es una 
autoridad competente para dictar una medida precautelatoria? La respuesta es no, como ya se 
ha evidenciado mediante esta intervención, señor juez. Además, no solo que esta medida 
precautelatoria contraviene la Constitución, sino que contraviene también los tratados 
internacionales, señor juez. ¿En dónde lo podemos encontrar esto? En la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, en su artículo 13, señor juez, numeral 2, donde toda persona 
establece que toda persona tiene derecho a salir del país, incluso del propio, y a regresar a su 
país. En el Pacto San José de Costa Rica, señor juez, en el artículo 22, numeral 2, toda persona 
tiene derecho a salir libremente de cualquier país, inclusive del propio. Señor juez, ¿esta 
defensa cree pertinente que se tome en cuenta que la medida precautelatoria no solo 
contraviene la Constitución de la República y del Ecuador, sino que también atenta a los 
derechos desarrollados en los tratados internacionales, que son de obligatorio cumplimiento 
por parte de las autoridades públicas? Por lo cual, señor juez, para no alargar esta 
intervención, me acojo al argumento de mi colega, en el cual se solicita el amparo directo y 
eficaz, y se declare en sentencia la vulneración de los derechos constitucionales, como son el 
derecho a la seguridad jurídica, el principio de eficacia y eficiencia en la calidad de los 
procedimientos administrativos dentro de las instituciones públicas. Segundo, señor juez, 
derecho a la migración, derecho a la movilidad humana, en tanto y en cuanto se dejen sin 



efecto los oficios emitidos por parte de la entidad pública, que es el SRI, los cuales ya fueron 
mencionados por mi colega. – Apertura de la causa a prueba: En vista de que el accionante por 
intermedio de sus Defensores manifestó que han solicitado a la entidad accionada que remita 
copias de los procesos coactivos que según se refiere consta como garante solidario el señor 
accionante, los mismos que no han sido entregados a la parte accionante, ni tampoco ha 
comparecido la entidad accionada que es el Servicio de Rentas Internas, conforme al Art. 16 
de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, el suscrito dispuso 
abrir esta causa a prueba, a fin de que la entidad accionada Servicio de Rentas Internas remita 
copias de los procesos coactivos en contra del Accionante.- INTERVENCIÓN DE LA 
ENTIDAD ACCIONADA SERVICIO DE RENTAS INTERNAS: Ab. Carla Daniela 
Castillo Quinto quien expone: El señor accionante, Nicolás Francisco Joaquín Parducci 
Miranda, tiene cuatro procesos Coactivos involucrados con el Servicio de Rentas Internas en 
virtud de obligaciones pendientes de pago. Uno de ellos ya está archivado por su pago. ¿Qué 
sucede, señor juez? Dentro de las obligaciones que tiene un contribuyente, cuando el 
contribuyente no cancela estas obligaciones tributarias siendo el servicio de rentas internas la 
entidad recaudadora de los tributos procede a realizar un proceso Coactivo en contra de 
liquidaciones pendientes de pago, pero contra estas obligaciones pendientes de pago, la 
administración tributaria procedió a realizar medidas cautelares para precautelar el 
cumplimiento de una obligación que no se había dado, que en este caso es sobre la situación 
jurídica del señor Parducci frente al Servicio de Rentas Internas por su incumplimiento 
tributario. De estas medidas se impuso la medida de prohibición de salida del país, al tenor de 
lo dispuesto en el artículo 164 del Código Tributario. Este artículo se encontraba vigente en el 
momento que el Servicio de Rentas Internas realizó el procedimiento coactivo. Este artículo 
también fue derogado en una parte en relación a las medidas cautelares de prohibición de 
salida del país posterior. Por esa razón, su señoría, dentro de un escrito que presenté ante su 
autoridad, que la conocen todos, explicamos que la Corte Constitucional realizó un fallo en 
relación a que ya no se debe realizar una medida cautelar, sino a través de una orden judicial, 
pero luego, es decir, tiene carácter irretroactivo, es decir, rige para el futuro. Tanto es así que 
lo expuse dentro del escrito, que estoy explicando verbalmente, y puse un 2.3 Irretroactividad 
de la ley en la parte pertinente, dice el numeral 2, declarar que la disposición en este fallo 
surtirá efectos a futuro desde su publicación en el registro oficial. Es decir, que sería 
inconstitucional si dentro de este proceso, señor juez, usted dicta una sentencia constitucional 
siendo irreversible el fallo, dado que la Corte Constitucional fue clara. Si la Corte 
Constitucional hubiese querido que tenga efectos retroactivos que puede pasar, es natural que 
el Servicio de Rentas Internas y todas las entidades públicas tendrían que retrotraer y dejar sin 
efecto las medidas, pero no podemos ir en contra de la normativa y de las exposiciones que 
emanan de diferentes organismos, en este caso el principal y del de más alto nivel, la Corte 
Constitucional. Entonces, el caso se resume en este corto punto en que no hay vulneración de 
derechos y que tampoco se prevé el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 88 de la 
Constitución, artículo que también expuse en el escrito que presentó el Servicio de Rentas 
Internas, por lo que no hay vulneración de derechos porque si el señor Parducci que tiene estas 
responsabilidades solidarias no pagadas por un incumplimiento que le compete a él deberle al 



Estado a través de tributos no pagados, lo que debe hacer para que se levanten las medidas no 
es una acción de protección, es pagar la deuda y se levanten las medidas y naturalmente él, 
como todo ciudadano ecuatoriano, tiene derecho a lo que él considera necesario, sin embargo 
la norma prevé que para ciertos incumplimientos hay ciertas disposiciones y no podemos irnos 
en contra de un fallo constitucional que claramente, no estoy interpretándolo claramente dice 
que surtirá efectos para efectos futuros y el futuro significa para los siguientes procesos 
coactivos, algo que el SRI sí está cumpliendo, ahora en adelante no presenta este tipo de 
medidas dentro de sus autos de pago que forma parte del documento general donde inicia la 
notificación aún coactivada, sin embargo el señor Parducci al momento de iniciar los procesos 
coactivos, como ya lo dije estaba en un incumplimiento relacionado con un artículo que estaba 
vigente y que la Corte Constitucional no dijo en ninguna de las partes de la resolución que 
mencioné y señalé que tenga carácter retroactivo, sino lo contrario, que surta efectos para el 
futuro Resolución 8-19-CN/22 publicado, emitido el 27 de enero de 2022 y publicado en el 
Registro Oficial Suplemento Número 13 de fecha 10 de marzo de 2022. INTERVENCIÓN 
DE LA PROCURADURÍA GENERAL DEL ESTADO.- Ab. Natalia Escobar Vázquez 
quien expone: La presente acción de protección no cumple con los requisitos que exige la 
Constitución de la República en su artículo 88, dice que la acción de protección tendrá por el 
objeto del amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución y podrá 
interponerse cuando exista una vulneración de derechos constitucionales en concordancia con 
el artículo 39 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional la 
acción de protección podrá interponerse cuando exista una real, actual e inmediata vulneración 
de derechos constitucionales, ha explicado la defensa técnica del Servicio de Rentas Internas 
del porqué de la medida cautelar de prohibición de salida del país al hoy accionante y con una 
fácil explicación cronológica y con argumentos de derechos lo sustento, teniendo en cuenta la 
irretroactividad de la ley es importante resaltar que la Corte Constitucional dispuso la 
inconstitucionalidad del artículo 164 del Código Tributario mediante sentencia número 819-
CN/22 emitida el 27 de enero del 2022 decisión que en mérito del expuesto de la Corte 
resolvió declarar la inconstitucionalidad de la frase el arraigo o prohibición de ausentarse, es 
verdad señor juez declarar lo expuesto en el fallo sustituirá a efectos futuros desde su 
publicación en el registro oficial, tal como lo explica la disposición dictada por la Corte 
Constitucional menciona que el fallo surtirá efectos desde su publicación en el registro oficial 
lo cual se llevó a cabo el 10 de marzo del 2022 esto atendiendo en el siguiente sentido la 
publicación del registro oficial fue posterior al inicio del proceso coactivo y en la orden de 
arraigo o a la prohibición de ausentarse del país que se emitió como medida cautelar al hoy 
accionante que la Corte Constitucional no expuso que esta declaratoria de inconstitucionalidad 
del artículo 164 del Código Tributario tenga carácter retroactivo es decir que sus efectos no 
afectan la decisión legal que fueron cometidas ante la declaratoria de inconstitucionalidad más 
por el contrario tal como se ha dispuesto en la sentencia emitida por la Corte Constitucional 
tiene carácter irretroactivo dando claramente y sin mayor interpretación señalando la vigencia 
en su registro oficial es importante resaltar que la entidad accionada ha enmarcado su actuar 
de manera irrestricta a la ley cumpliendo con el debido proceso en todas las etapas 
administrativas tal como lo ha demostrado en las pruebas anexadas dentro del expediente y en 



los argumentos expuestos en la audiencia oral por lo que no se evidencia que exista la 
vulneración de los derechos constitucionales indicados por el hoy accionante, señor juez, el 
artículo 42 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional nos 
habla sobre la improcedencia de la acción de protección enmarcándonos en este caso en su 
numeral 1 cuando en los hechos no se desprende que existe una violación de derechos 
constitucionales y 4 cuando el acto administrativo pueda ser impugnado por la vía judicial así 
también la Ley Orgánica De Garantías Jurisdiccionales Y Control Constitucional nos indica 
en el artículo 40 cuando una acción de protección no cumple los requisitos en este caso no 
existe un derecho constitucional vulnerado numeral 1 y numeral 2 no existe un acto u omisión 
por parte de la institución que haya lesionado un derecho por lo antes expuesto y al no existir 
vulneración de derechos constitucionales solicito a usted que se declare sin lugar la acción de 
protección práctica por el señor Nicolás Francisco Parduccci Miranda en contra del Servicio 
de Rentas Internas por ser improcedente y no cumplir los requisitos de la ley.- 
INTERVENCIÓN DE LA PARTE ACCIONANTE.- Ab. José Pereira Coello quien 
expone: Dado que se ha dado cumplimiento con la providencia que por este despacho se ha 
proveído con fecha 8 de abril del presente año se ha dado cumplimiento, es más nosotros 
hemos reconocido en nuestra defensa técnica que nosotros mantenemos los cuatro juicios 
coactivos pero aquí no estamos discutiendo un tema de obligaciones de que si hay que 
cancelar o no porque obviamente es obligación cancelar los valores tributarios pero aquí lo 
que se está discutiendo es la inconstitucionalidad de la medida precautelatoria que interpuso el 
servicio de rentas internas ante el accionante Nicolás Francisco Joaquín Parducci Miranda y 
esto va sustentado señor juez haciendo práctica de la prueba ya que constan por principio de 
unidad procesal ya constan los cuatro expedientes los cuales se va a hacer la práctica de la 
prueba dentro del expediente DZ801551-2019 señor juez por tema de celeridad procesal no se 
le va a hacer leer las 100 fojas que se encuentran dentro del expediente pero si podrá notar que 
a fojas 70 de este expediente coactivo consta el oficio DZ8-COBOMCC18405320 es aquí 
señor juez los procesos coactivos es verdad inician de obligaciones diferentes usted podrá ver 
que puede iniciar de dos compañías distintas pero aquí lo que se está planteando es que dentro 
de los cuatro juicios coactivos se han justificado con una sentencia la cual es 009/12 SIN CC 
en la cual ellos justifican como medida legal y legítima para poder interponer estas medidas 
precautelatorias lo cual conlleva a una vulneración de derechos para mi defendido señor juez 
así como es en el expediente DZ8-1435-2019 a fojas 20 consta el oficio DZ8 
COBOMCC2019 404644 fecha 18 de julio de 2019 ahí consta el otro oficio en el que es lo 
mismo es lo mismo señor juez le voy también a para que tenga conocimiento del otro juicio 
coactivo DZ8 01434 2019 a fojas 152 consta el oficio 00004649 de fecha 18 de julio de 2019 
también en el expediente DZ8-00476 -2019 a fojas 120 consta el oficio 00001392 señor juez 
aquí usted se podrá percatar que estos cuatro oficios tienen similitudes ya que utilizan una 
sentencia que es antigua la cual la Corte Constitucional mismo la revertió ya se hizo una 
reversión de ese precedente en donde a ellos se les daba una calidad de recaudadores 
especiales lo cual la corte constitucional en la sentencia 156-12-SEP-CC ya ponen 
conocimiento al SRI o a todas las entidades que pertenecen al estado ya no son recaudadores 
especiales son simples administradores de funcionarios públicos solo sirven para para poder 



cobrar los tributos que se le deben al Estado entonces el día de mañana el funcionario del SRI 
en el 2019 sabiendo que la sentencia ya es del 2013 me venga a imponer una medida que 
califican como legal y legítima de prohibición de salida del país y no tiene la calidad no es una 
autoridad competente para poder hacerlo y es más el propio SRI en su propio alegato ha 
reconocido que el que tiene que imponer esta medida precautelatoria tiene que ser analizada es 
por una autoridad competente y no solo lo digo no solo es por el alegato que lo dice la parte 
accionada sino también es porque consta dentro de nuestra Constitución y dentro de los 
tratados internacionales señor juez, una autoridad competente es la que tiene que imponer esta 
medida precautelatoria aquí no nos está buscando que un juez kamikaze prácticamente 
disculpe la palabra venga y tal como fue mencionado por la parte por la parte de la 
Procuraduría que usted lance una reversión del precedente o sea que usted vincule la sentencia 
819 a este caso, no señor juez indistintamente si el artículo 164 se encuentra inconstitucional 
nosotros estamos aquí también que usted tenga conocimiento es que el SRI impuso una 
medida precautelatoria siendo o no una autoridad competente no es competente para poder el 
día de mañana coger una medida imponer la prohibición de salida del país de mi defendido 
señor juez por lo cual señor juez en esto me ratifico en esta defensa es que se declare la 
vulneración de los derechos que se encuentran consagrados en el artículo 3 numeral 1, 11 
numeral 3 y 8, 66 numeral 14 el cual es el de la movilidad humana que es el indispensable el 
que más se ha visto vulnerado, el artículo 76 numeral 7 literal L y K el cual establece que una 
autoridad competente es la que tiene que resolver no se pueden crear tribunales de excepción o 
tribunales especiales para poder imponer estas medidas, también el artículo 82 seguridad 
jurídica y 426 de la constitución, así mismo los artículos 11 numeral 2, artículo 22 numeral 1 
de la Convención Americana De Derechos Humanos en concordancia con los artículos 21 y 
numeral 2 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; Ab. Jorge Egas Pazmiño: El 
tema es más grave, porque del alegato de la parte accionada, señala que uno de los cuatro 
juicios coactivos está archivado, pero la medida emitida por un recaudador o por un Juez de 
cuentas como el SRI, que no es una autoridad judicial sigue vigente, lo que nuevamente 
demuestra la vulneración del derecho constitucional en contra de Nicolás Parducci Miranda, 
demuestra que pese a que está archivado no se levantó la medida cautelar y eso agravó, agrava 
la situación de mi cliente, señor juez y del accionante en este proceso. Se ha demostrado la 
vulneración del derecho contemplado en el artículo 66, numeral 14 de la Constitución, es 
evidente la vulneración del derecho, no porque se esté pidiendo que sea retroactivo, sino 
porque la medida a la actualidad vulnera y sigue vulnerando los derechos constitucionales del 
señor Nicolás Parducci. En la actualidad los vulnera, los continúa emanada esta medida, esta 
medida cautelar por una persona que no tenía, no tenía, no tenía la competencia para dictar 
una medida cautelar, solo el juez mediante la vía jurisdiccional tiene la competencia para 
emitir dichas medidas cautelares. Por eso está más que fundamentada la vulneración del 
derecho constitucional, señor juez, a favor de mi defendido y yo así lo solicito, que usted 
emita en sentencia la acción constitucional la declaré con lugar y la reparación integral que ya 
le expusimos, señor juez, en la primera audiencia. RÉPLICA DE LA PARTE 
ACCIONADA: Considerando los alegatos de la parte accionante, debo manifestar lo 
siguiente. Primero, señoría, que he escuchado al abogado, tanto el primero como la segunda 



exposición, y considero que quieren tapar el sol con un dedo. El Servicio de Rentas Internas 
realizó una acción coactiva dentro de la terminología legal y dentro del tiempo legal 
pertinente. Es decir, que cuando se impuso la medida en contra del señor Parducci, de 
prohibición de salida del país, estaba vigente la norma. En ninguna de las partes de las 
actuaciones de los alegatos de la de la defensa técnica del señor Parducci, han señalado que 
como el Servicio de Rentas Internas, y usted en calidad de Juez Constitucional, en esta 
audiencia, mediante una sentencia, y calificar que la Corte Constitucional se equivocó, y en 
vez de poner que una norma tributaria tiene calidad para el futuro, ahora tenga calidad para el 
pasado. Es decir, que cómo puede pretender la parte accionante a través de una acción de 
protección, que usted en su calidad de Juez Constitucional vaya en contra de la norma. Como 
ya lo señalé, si el accionante considera necesario que se levante la medida, por supuesto tiene 
el derecho, pero el único derecho que le asiste frente a esa medida, lamentablemente, es el 
pago del procedimiento coactivo, pago que está vinculado a incumplimientos económicos por 
obligaciones tributarias. Que los ecuatorianos sabemos, los que pagamos los tributos, que si 
incumplimos obligaciones tributarias, ¿qué emana de eso? Que la entidad pública, en este caso 
el Servicio de Rentas Internas, tenga que ejercer su control de recaudadora. Y eso parece que 
se les olvida a los abogados de la parte técnica. Si hay obligaciones pendientes de pago y el 
señor no ha pagado la totalidad, lamentablemente las medidas no se pueden levantar. No 
podemos ir en contra de la Corte Constitucional. Y desde ya lo afirmo y que quede en audio. 
si el señor juez, en este caso usted, en calidad de juez constitucional, prevé en una sentencia 
aceptar la petición del accionante, sería inconstitucional de pleno. Porque estaríamos yendo en 
contra de una norma que estuvo vigente en el momento de realizar los procedimientos 
coactivos. ¿Cómo puede haber un levantamiento si la norma y la Corte Constitucional, cuando 
realizó la resolución 8-19 CC/22 del 13 de marzo de 2022, estaba vigente. Estaríamos yendo 
en contra del fallo de la Corte Constitucional. Y obviamente, señor juez, con debido respeto, 
usted también. RÉPLICA DE LA PROCURADURÍA En esta etapa de réplicas, 
Procuraduría General del Estado se ratifica en la intervención realizada. Ha explicado la 
defensa técnica del SBI, el porqué de la medida cautelar y la prohibición de salida del país del 
hoy accionante, con una fácil explicación cronológica y argumentos de hecho que sustentan la 
prohibición. Ha sido también explicado por esta defensa técnica del análisis realizado por la 
Corte Constitucional y la sentencia número 8-19 CC-22. Otro que se está trayendo a la esfera 
constitucional para que se resuelva algo que tiene su vía ordinaria para ser resuelto. Señor 
juez, el artículo 300 de la Constitución de la República de Ecuador nos habla sobre el régimen 
tributario, se regirá por los principios de generalidad, progresividad, eficiencia, simplicidad 
administrativa, irretroactividad, equidad, transparencia y suficiencia recaudatoria, lo que nos 
indica el derecho que tiene la institución pública a ejercer estas actividades de control. Es 
importante resaltar que el SRI ha cumplido de manera irrestricta con el proceso administrativo 
con el hoy accionante, cumpliendo con todas las etapas administrativas, tal como lo ha 
demostrado en sus argumentos y pruebas anexadas dentro del expediente. Nuevamente 
solicito, señor juez, que se tenga en cuenta lo indicado en el artículo 42 de la Ley Orgánica de 
Garantía, Jurisdicción y Control Constitucional sobre la improcedencia de esta acción de 
protección, enmarcándonos en su número 1, cuando de los hechos no se desprenda que existe 



una violación de derechos constitucionales, y 4, cuando el acto administrativo tenga su vía, 
que es la idónea, Así también el artículo 40 nos habla sobre cuando no cumple una acción de 
protección y en su artículo 1, no existe un derecho constitucional vulnerado, ha sido evidente 
por la explicación y lo anexado en el expediente, y no existe acto u omisión por parte del SRI 
que haya lesionado los derechos del hoy accionante, por lo que solicito nuevamente, señor 
juez, se declare sin lugar la presente acción de protección por ser improcedente y no cumplir 
los requisitos de ley. DUPLICA DEL ACCIONANTE: Ab. Jorge Egas, quien expone: 
Impugno y rechazo lo expresado por el SRI, más aun lo que dice el artículo 3 de la ley 
orgánica de garantías constitucionales, que dice que las normas constitucionales se 
interpretarán en el sentido que más se ajuste a la constitución en su integralidad, y en caso de 
duda se interpretará en el sentido que más favorezca la plena vigencia de los derechos 
reconocidos en la Constitución, y que mejor respete la voluntad del constituyente. En relación 
al principio de proporcionalidad, esta medida es desproporcionada en lo que se refiere al 
numeral segundo de la misma ley de garantías, cuando dice, cuando existan contradicciones 
entre principios o normas, que no sea posible resolverlas a través de las reglas de solución de 
antinomias, se aplicará el principio de proporcionalidad, para el efecto se verificará que la 
medida en cuestión proteja un fin constitucionalmente válido, que sea idóneo, necesaria para 
garantizarlo, y que existe un debido equilibrio entre la protección y la restricción 
constitucional. Señor juez, con este artículo está más que claro, señor juez, que se sigue y se 
continúa vulnerando los derechos constitucionales, y usted debe aplicar el principio de 
proporcionalidad establecido en el artículo 3 de la ley de garantías constitucionales, donde 
queda demostrado que se vulneran los derechos del señor Nicolás Parducci Miranda, y que 
para eso solicito que usted conceda esta acción de protección, señor juez, con las medidas de 
reparación integral solicitadas en nuestra acción de protección. Ab. José Pereira Coello: 
Quiero manifestarle, señor juez, que en esta audiencia no se pretende que usted haga una 
irretroactividad de la sentencia 8-19/22, esta sentencia es meramente referencial para hacerle 
conocer a usted, ya que por el principio Iura Novit Curia, usted es conocedor del derecho, que 
este artículo ya se encuentra declarado inconstitucional, pero eso es lo que no se está 
discutiendo aquí, señor juez, sino es que dentro de los autos que se practicó en los expedientes 
coactivos consta una sentencia que ellos califican como medida legal y legítima, la cual se la 
vuelvo a mencionar, señor juez, es la 009-12-SIN/CC, señor juez, en la que le da esta facultad 
para poder aplicar este artículo 164, pero en este mismo año, que es en el año 2012, la Corte 
Constitucional hace una reversión del precedente, ¿qué significa?, se aleja del precedente, ese 
precedente ya no existe, no puede ser ya utilizado y está siendo mal utilizado, mal justificado 
por parte del SRI, porque si ya se hizo una reversión del precedente en el 2012, ¿por qué lo 
quieren aplicar en el 2019?, es lo que no cabe aquí, señor juez, este criterio usted lo puede 
encontrar ya que se ha establecido una línea jurisprudencial desde el año 2012, en el que el 
funcionario del SRI es un funcionario recaudador, no es un juez, no es la coactiva, no es un 
juzgado excepcional para poder interponer una medida precautelatoria, señor juez, eso lo tiene 
una autoridad competente y esta línea jurisprudencial se basa en el artículo, en la sentencia 
156-12-SEP-CC, en la sentencia 129-13-SEP-CC y 130-13-SEP-CC, señor juez, ya se ha 
establecido una línea jurisprudencial, el funcionario entonces no puede venir después de que 



ya se conoce estas líneas jurisprudenciales y se entiende que las entidades públicas tienen que 
captar lo que dice la corte constitucional, no puede venir el día de mañana, en el año 2019, 
decirle a nuestro defendido, al señor Nicolás Joaquín Parducci Miranda, decirle que él tiene la 
prohibición de salida del país con una sentencia que ya es del año 2012 y aplicada en el 2019, 
en la cual ya se ha alejado la Corte Constitucional, eso es lo que aquí se pretende, que usted 
tenga conocimiento y no es que coja la sentencia 8-19 y la aplique en este caso, eso 
indistintamente de la inconstitucionalidad del artículo 164 es que la competencia del SRI no 
tiene la facultad para poder interponer una media precautelatoria.- SEXTO: MOTIVACIÓN 
Y DECISIÓN JUDICIAL.- De conformidad con los principios rectores y disposiciones 
fundamentales contenidos en el Código Orgánico de la Función Judicial, los jueces estamos 
obligados a aplicar las disposiciones constitucionales sin que se no esté permitido restringir, 
menoscabar o restringir su contenido; y, las previstas en los Instrumentos Internacionales de 
Derechos Humanos, cuando estas últimas sean más favorables a las establecidas en la 
Constitución y los instrumentos Internacionales de Derechos Humanos serán de inmediato 
cumplimiento y aplicación, a tal punto que no podrá alegarse falta de ley o desconocimiento 
de las normas para justificar la vulneración de los derechos y garantías establecidos en la 
Constitución, para desechar la acción interpuesta en su defensa o para negar el reconocimiento 
de esos derechos, debiendo aplicar dichas normas, con el tenor que más se ajuste a la 
Constitución en su integralidad o en caso de duda, en el sentido que más favorezca la plena 
vigencia de los derechos garantizados por la Constitución de la República, de acuerdo a los 
principios generales de la interpretación, en este sentido el Art. 11 numeral 5 de la carta 
magna es taxativo al mencionar que el ejercicio de los derechos determinados por los 
siguientes principios: en materia de derechos y garantías constitucionales las o los servidores 
públicos administrativos o judiciales, deberán aplicar la norma y la interpretación que más 
favorezca a su efectiva vigencia. Dentro de las argumentaciones que han sido expuestas a este 
juzgador constitucional, la documentación que se ha tenido acceso y la que se ha podido 
revisar deviene que corresponde analizar si existe vulneración de derechos constitucionales al 
accionante; si su pretensión cumple los requisitos predeterminados y si procede o no la 
supuesta afectación; así cumplir con los derechos de tutela judicial a las partes procesales (art. 
75 de la Constitución de la República y 23 del Código Orgánico de la Función Judicial).- 
¿Existe derecho vulnerado?, ¿Se cumplen los requisitos?, y, ¿Es procedente o no la acción de 
protección?. Éstas tres interrogantes se conjugan para la vigencia de una acción de protección 
de derechos conforme se establece en la Constitución de la República y el la Ley de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional. A).- Actos u omisiones de autoridad pública no 
judicial. Respecto a la acción de protección que planteó el señor Nicolás Francisco Joaquín 
Parducci Miranda, tal como se ha referido, se iniciaron juicios coactivos por la entidad 
accionada, esto es por el Servicio de Rentas Internas y dentro de esos juicios se dictaron 
medidas cautelares, en este caso la prohibición de salida del país. Juicios que evidentemente 
no han sido controvertidos por las partes, son juicios que existen, han sido anexados en copias 
al proceso, es decir, no son temas controvertidos, lo referente al trámite realizado en los 
juicios coactivos, son juicios que existen, las medidas cautelares según se refiere en este caso 
a la específica de la prohibición de salida del país, fueron dictadas en su momento, tal como 



han referido las partes en la audiencia. El punto controvertido es en todo caso lo alegado por 
el accionante quien indica que al haberse declarado la inconstitucionalidad de la frase, el 
arraigo o la prohibición de ausentarse sin el trámite previo que establecía el artículo 164 del 
Código Tributario y al seguir vigente dicha prohibición de ausentarse del país, vulnera sus 
derechos, indicando que en vista de la sentencia número 8-19-CN/22 emitida por la Corte 
Constitucional, en el cual hace un análisis respecto al artículo 164 del Código Tributario, el 
inciso primero, considera que evidentemente se están vulnerando derechos constitucionales a 
la seguridad jurídica y también tal como refiere a la libre movilidad. La entidad accionada, el 
SRI, ha argumentado que efectivamente los juicios existen, está la medida cautelar vigente 
respecto a la prohibición de salida o de ausentarse del país y que lo indicado por parte de la 
sentencia de la Corte Constitucional antes mencionada establece que el fallo donde se declara 
inconstitucional el inciso primero del artículo 164 del Código Tributario, surte de efectos a 
futuro según lo manifestado y en razón a aquello no se estaría vulnerando ningún derecho 
constitucional. Corresponde al suscrito establecer lo pertinente en cuanto a lo manifestado por 
las partes. Si bien es cierto, al momento en que la entidad accionada dio inicio a los procesos 
coactivos en contra del accionante, estaba facultada para dictar tal como refería la norma 
vigente en ese tiempo del artículo 164 para establecer como medida precautelatoria el arraigo 
o prohibición de ausentarse del país tal y como fue ordenado dentro de esos juicios coactivos. 
Asimismo se determina respecto a la Seguridad Jurídica, tenemos criterios que establece la 
misma Corte Constitucional, constantes en la Gaceta 7, donde publicaron la obra denominada 
Conceptos Desarrollados En La Jurisprudencia de la Corte Constitucional en lo que se 
respecta a la noción del derecho a la Seguridad Jurídica, la corte destaca lo siguiente que el 
mismo es un derecho y una garantía que permite que el contenido tanto del texto 
constitucional como de las normas que conforman el ordenamiento jurídico sean observado y 
aplicadas en todas sus actuaciones por operadores jurídicos y por autoridades públicas 
investidas de competencia, generando de esta forma en las personas la certeza respecto al goce 
de sus derechos constitucionales. Así este derecho materializa el respeto a los derechos y 
asegura que una situación jurídica no será cambiada, por lo tanto, este derecho se enlaza a la 
confianza de los particulares con el orden jurídico y la sujeción de todos, situación que se ve 
relacionada con el derecho al debido proceso en la garantía del cumplimiento de normas como 
se indica previamente. Se constituye entonces un derecho transversal a todo el ordenamiento 
jurídico por cuanto garantiza el respeto a la constitución como norma jerárquicamente 
superior, racionalizando el uso de la fuerza del poder quien puede usarlo con qué 
procedimientos y con qué contenidos y con qué límites. Representa la seguridad jurídica de 
que se conoce o puede conocer lo previsto como prohibido, mandado y permitido en el poder 
público. La seguridad jurídica es la garantía dada al individuo por el estado de que su persona, 
sus bienes y sus derechos no serán violentados o que si esto llegara a producirse le serán 
asegurados por la sociedad brindándole protección y reparación. Garantizar las observancias 
de las disposiciones legales y constitucionales a fin de asegurar la tranquilidad y certidumbre 
que coadyuven al uso y goce eficaz de sus derechos que no sean obstaculizados por 
imprevisiones discrecionales y arbitrales de las autoridades. Por esta razón el artículo 82 de la 
Constitución refiere que el derecho a la seguridad jurídica fundamentada en el respeto a la 



constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las 
autoridades competentes. B).- ¿Se cumplen los requisitos dispuestos en el artículo 40 de la 
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional?, Al efecto, en el 
numeral 3 se exige “Inexistencia de otro mecanismo de defensa judicial adecuado y eficaz 
para proteger el derecho violado” Efectivamente se hace el análisis respecto a lo que ha 
manifestado la parte accionada en cuanto a la irretroactividad de la ley. Tenemos también que 
el artículo 30 del Código Orgánico Administrativo establece el principio de irretroactividad. 
textualmente indica que los hechos que constituyen una infracción administrativa serán 
sancionados de conformidad con lo previsto en las disposiciones vigentes al momento de 
producirse, en el segundo inciso establece que las disposiciones sancionadoras producen un 
efecto retroactivo en cuanto favorezcan al presunto infractor. Estableciendo también lo 
referente al análisis que realiza la Corte en la sentencia que es materia de discusión por parte 
del accionante y de los accionados en cuanto a que determina que esta sentencia 8-19 CN22 
determina en su parte pertinente declarar la inconstitucionalidad de la frase el arraigo o la 
proyección a ausentarse sin trámite previo contenido en el artículo 164 inciso primero del 
Código Tributario con efectos de control abstracto de constitucionalidad y realiza la siguiente 
adición a la norma con el afán de que no contravenga el texto condicional así la disposición 
debería decir. El artículo 164 medidas precautelatorias, el ejecutor podrá ordenar en el mismo 
auto de pago posteriormente el secuestro, la retención o la prohibición de enajenar bienes. Al 
efecto no precisará de trámite previo y el arraigo o proyección de ausentarse del país podrá ser 
solicitado por el funcionario ejecutor ante la autoridad judicial competente en este caso ante el 
tribunal distrital de lo contencioso y tributario. El análisis realizado por la Corte establece que 
si bien es cierto tenían la potestad el SRI por medio de sus entes administrativos ordenar la 
prohibición de ausentarse del país, pero asimismo se analiza en cuanto al criterio de que no 
tienen la calidad de jueces para que puedan dictar dicha medida cautelar y es en razón aquello 
que declaran que lo dispuesto en el fallo surtirá efectos a futuro desde su publicación en el 
Registro Oficial. Entonces debemos establecer que efectivamente una vez que se publicó el 
Registro Oficial automáticamente este fallo surte los efectos que establece la norma 
constitucional, tal como refiere la Ley Orgánica De Garantías Jurisdiccionales Y Control 
Constitucional. C).- ¿Es procedente la acción de protección? El artículo 41 numeral 1 de la 
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional establece: “La acción de 
protección procede contra: 1. Todo acto u omisión de una autoridad pública no judicial que 
viole o haya violado los derechos”, La Constitución de la República, en el Art. 1 indica que el 
Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia…” y consagra como su más alto 
deber “respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la Constitución”; para hacer 
efectivo el cumplimiento de estos principios y que no queden en simples enunciados ha creado 
“derechos de protección a través del principio de tutela judicial efectiva (Art. 75) para que 
todas las personas que se crean vulneradas en sus derechos puedan acceder al órgano 
jurisdiccional, de manera específica. El suscrito considera que la Ley Orgánica De Garantías 
Jurisdiccionales Y Control Constitucional en cuanto a que la acción de protección el efecto es 
que se reciba por parte de la persona afectada una reparación en este caso si se observa una 
vulneración a un derecho constitucional, efectivamente el artículo 40 establece “La acción de 



protección se podrá presentar cuando concurran los siguientes requisitos: 1. Violación 
de un derecho constitucional”, “2. Acción u omisión de autoridad pública o de un 
particular de conformidad con el artículo siguiente. 3. Inexistencia de otro mecanismo de 
defensa judicial adecuado y eficaz para proteger el derecho violado” La sentencia N.° 
016-13-SEP-CC emitida en la causa N.° 1000-12-EP, el Pleno del Organismo señaló: “... la 
acción de protección es la garantía idónea y eficaz que procede cuando el juez efectivamente 
verifica una real vulneración a derechos constitucionales, con lo cual, no existe otra vía para la 
tutela de esos derechos que no sean las garantías jurisdiccionales. No todas las vulneraciones 
al ordenamiento jurídico necesariamente tienen cabida para el debate en la esfera 
constitucional ya que para conflictos en materia de legalidad existen las vías idóneas y 
eficaces dentro de la jurisdicción ordinaria. El juez constitucional cuando de la sustanciación 
de garantía jurisdiccional establezca que no existe vulneración de derechos constitucionales, 
sino únicamente posibles controversias de índole infraconstitucional puede señalar la 
existencia de otras vías”. El razonamiento que desarrolla la Ley de Garantías Jurisdiccionales 
y Control Constitucional establece que la acción de protección procede cuando no exista otro 
mecanismo de defensa judicial adecuado y eficaz para proteger el derecho violado. En este 
mismo sentido, respecto a la naturaleza de la acción de protección, en la sentencia N.° 041-13-
SEP-CC dictada dentro del caso N.° 0470-12-EP, esta Corte Constitucional señaló: La acción 
de protección no constituye un mecanismo de superposición o reemplazo de las instancias 
judiciales ordinarias, pues ello ocasionaría el desconocimiento de la estructura jurisdiccional 
estatal establecida por la Constitución (...) no sustituye a todos los demás medios judiciales 
pues en dicho caso, la justicia constitucional pasaría a asumir potestades que no le 
corresponden, afectando la seguridad jurídica de los ciudadanos y desvirtuando la estructura 
jurisdiccional del Estado y desconociendo la garantía institucional que representa la Función 
Judicial. Por otro lado, en referencia a la sentencia N.° 102-13-SEP-CC emitida dentro del 
caso N.° 0380-10-EP, la Corte Constitucional efectuó la interpretación conforme y 
condicionada con efecto erga omnes de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional en los artículos 40 y 42. La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales 
y Control Constitucional determina en su artículo 2 que en el numeral 1 el principio de 
aplicación más favorable a los derechos si hay varias normas o interpretaciones aplicables a 
un caso concreto se debe elegir la que más proteja los derechos de la persona, es lo que ha 
hecho referencia en este caso lo indicado en cuanto a que se establece que una vez publicado 
el Registro Oficial rige en este caso la aplicación de la referida sentencia constitucional. El 
suscrito considera que si bien es cierto al momento en que se inició los procesos coactivos el 
ente administrador tenía las facultades de ordenar dichas medidas cautelares, pero asimismo, 
una vez que se determinó que la norma fue declarada inconstitucional efectivamente esa 
norma vulnera en este caso al encontrarse siendo aplicada en estos juicios coactivos el derecho 
a la seguridad jurídica que ya fue analizado por el suscrito y en evidencia establece la 
afectación en lo que se refiere al derecho a la libre movilidad el cual está siendo vulnerado al 
mantenerse vigente estas medidas cautelares de prohibición de salida del país o de ausentarse. 
En consecuencia, el suscrito considera que la normativa al haber sido declarada 
inconstitucional y al encontrarse siendo aplicada en los juicios coactivos y al no encontrarse 



ordenada por un juez competente, evidentemente ha vulnerado el derecho a la seguridad 
jurídica y asimismo el derecho a la libre movilidad. En consecuencia por lo expuesto el 
suscrito establece que la acción de protección planteada por el ciudadano Nicolás Francisco 
Joaquín Parducci Miranda en contra del Servicio de Rentas Internas, considera declararla con 
lugar ya que tal y como lo refiero se establece vulneración a derechos constitucionales, tal 
como lo he referido en este caso el derecho a la seguridad jurídica y asimismo el derecho a la 
libre movilidad es decir cumple los requisitos que establece el artículo 40 de la Ley Orgánica 
De Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional esto es en cuanto al número 1 
violación de un derecho constitucional que es lo que evidentemente ya ha sido analizado y 
resuelto por la misma Corte Constitucional. Tal como establece la Ley Orgánica De Garantías 
Jurisdiccionales Y Control Constitucional efectivamente esta acción de protección procede en 
atención a lo indicado en el artículo 41 numeral 1 – “La acción de protección procede 
contra: 1. Todo acto u omisión de una autoridad pública no judicial que viole o haya 
violado los derechos, que menoscabe, disminuya o anule su goce o ejercicio” establece que 
viole o haya violado derechos, no determina tiempos o dimensiones, no habla de presente o 
pasado por lo que se determina que en cuanto a los hechos demandados existen violación a la 
Seguridad Jurídica, se ha referido si bien es cierto que la entidad accionada SRI en su 
oportunidad tuvo la potestad de ordenar esa medida cautelar de prohibición o de ausentarse el 
país efectivamente al momento en que se ha solicitado por parte del accionante dejar sin 
efecto esa medida cautelar, ese acto u omisión de la autoridad pública efectivamente viola el 
derecho a la Seguridad Jurídica es decir menoscabando disminuyendo su derecho al goce o 
ejercicio de migrar, a la libre movilidad.- DECISIÓN: Por estas consideraciones, en vista del 
análisis realizado, de conformidad con lo preceptuado en el Artículo 41 numeral 1 de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, se ha considerado en vista 
del análisis realizado que se han vulnerado los derechos constitucionales a la Seguridad 
Jurídica y el Derecho a Migrar, por lo que el suscrito Juez de esta Unidad Judicial 
ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL 
ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA 
REPÚBLICA, RESUELVE ADMITIR la Acción de Protección deducida por el señor 
PARDUCCI MIRANDA NICOLAS FRANCISCO JOAQUÍN, en contra del DIRECTOR 
ZONAL 8 DEL SERVICIO DE RENTAS INTERNAS, en la persona del ING. MARIN 
QUIJIJE CARLOS VICENTE por los derechos que representa en su calidad de 
DIRECTOR ZONAL 8 DEL SERVICIO DE RENTAS INTERNAS.- La Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional con relación a la reparación integral 
señala: “Art. 18.- Reparación integral.- En caso de declararse la vulneración de derechos se 
ordenará la reparación integral por el daño material e inmaterial. por lo que como medida de 
reparación integral se dispone: 1).- Dejar sin efecto las medidas de prohibición de ausentarse 
el país, en los Juicios Coactivos que mantiene el accionante señor PARDUCCI MIRANDA 
NICOLAS FRANCISCO JOAQUÍN, en el Servicio de Rentas Internas estos son el DZ8-
00476-2019, DZ8-01434-2019, DZ8-01435-2019 y DZ8-01551-2019, disponiendo que se 
remita al Servicio de Apoyo Migratorio del Guayas, atento oficio indicándoles que se ha 
dejado sin efecto la medida de prohibición de ausentarse el país del señor PARDUCCI 



MIRANDA NICOLAS FRANCISCO JOAQUÍN; 2).- Como medida de satisfacción, por 
cuanto la Entidad Accionada SERVICIO DE RENTAS INTERNAS, afectó derechos 
constitucionales, se dispone que ofrezcan las respectivas disculpas públicas al señor 
PARDUCCI MIRANDA NICOLAS FRANCISCO JOAQUÍN que serán realizadas en la 
página web de la entidad accionada. Por cuanto la entidad Accionada SERVICIO DE 
RENTAS INTERNAS, y así también la Procuraduría General del Estado, plantearon recurso 
de Apelación en la audiencia, luego de emitir la sentencia correspondiente, atento a lo 
peticionado y por ser procedente conforme lo preceptuado en el Art. 24 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, se concede el recurso de apelación 
deducido, por lo que se emplaza a las partes para que concurran ante el superior a hacer valer 
sus derechos. Remítase de inmediato el proceso a la Corte Provincial de Justicia del Guayas, a 
fin de que una de las Salas Especializada conozca el recurso interpuesto.-Debiéndose tomar en 
consideración lo dispuesto en el Art. 24 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional, en donde se establece en su parte pertinente que la interposición del 
recurso no suspende la ejecución de la sentencia, cuando el apelante fuere la persona o entidad 
accionada, es decir que la apelación presentada, no suspende la ejecución de la presente 
sentencia, por lo que su cumplimiento debe de realizarse de manera inmediata.- La medida de 
reparación del numeral 2 deben cumplirse dentro del plazo máximo de treinta días. Para dictar 
la presente sentencia se ha cumplido lo previsto en los Arts. 75 (Tutela Judicial Efectiva); 76 
(Garantías Básicas del Debido Proceso); 82 (Seguridad Jurídica); y, 168. 6 - 169 (Principios 
Procesales), de la Constitución de la República del Ecuador, se ha aplicado la debida 
motivación exigida en el Art. 76 numeral 7 literal l de la Constitución de la República del 
Ecuador.- Actúe la Ab. Alexandra Alay en calidad de Secretaria de esta Unidad Judicial. - 
Ofíciese, Notifíquese y Cúmplase. -
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